Contribución del Ecuador

Cuestionario sobre ecosistemas sanos y derechos humanos

Relator Especial sobre la cuestión de las obligaciones de derechos humanos relacionadas con el disfrute de un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible 

1. Sírvase dar ejemplos de las formas en que la disminución de la diversidad biológica y la degradación de los ecosistemas ya están teniendo repercusiones negativas en los derechos humanos. Los derechos afectados negativamente podrían incluir, entre otros, los derechos a la vida, la salud, el agua, la alimentación, la cultura, la no discriminación, un medio ambiente seguro, limpio, saludable y sostenible, y los derechos de los pueblos indígenas.
El último informe de la Plataforma Intergubernamental de Ciencia y Política sobre Biodiversidad y Servicios de Ecosistemas (IPBES) aprobado en 2019, reveló que los cambios en el uso de la tierra y el mar; la explotación directa de organismos; el cambio climático; la contaminación y las especies exóticas invasoras, son impulsores directos de la degradación en la naturaleza y la pérdida de biodiversidad. Hechos que no son ajenos al Ecuador. 
De acuerdo al Instituto Nacional de Biodiversidad (INABIO, 2020), entre las principales amenazas para la conservación de la biodiversidad en Ecuador está la deforestación y los patrones de producción y consumo que en su gran mayoría no contemplan prácticas sostenibles, a lo que se suma el debilitamiento de las estructuras de control y a la falta de políticas claras y de largo plazo que permitan cambios significativos en el modelo de desarrollo. En tal sentido, derechos como el derecho a un medio ambiente seguro, saludable y sostenible se han visto afectados en la medida que las actividades de producción del país se han concentrado en actividades extractivistas que han degradado las fuentes naturales de agua, fertilidad de la tierra, la calidad del aire, por citar breves ejemplos.
En el país hay varias zonas donde a través de los años se ha incrementado la pérdida de ecosistemas claves para la generación de agua. Así, la destrucción de ecosistemas frágiles como los páramos debido a diferentes actividades, pone en riesgo la generación (calidad y cantidad) del agua, líquido vital no solo para consumo humano, sino también para otras actividades como la agricultura. Esta situación, repercute en la salud y el bienestar de las personas; así como en la seguridad alimentaria de las poblaciones de estas zonas e inclusive a nivel nacional.  
2. Para proteger una amplia variedad de derechos humanos, ¿cuáles son las obligaciones específicas de los Estados y las responsabilidades de las empresas en lo que respecta a hacer frente a los principales generadores directos de daños a la biodiversidad y los ecosistemas (por ejemplo, la conversión de tierras, la pérdida y degradación de hábitats, el cambio climático, la sobreexplotación, la contaminación y las especies invasoras) y los generadores indirectos (producción y consumo insostenibles, rápido crecimiento de la población humana, comercio, conflictos y desigualdades)?

La protección ambiental es una precondición para el goce efectivo de los derechos humanos, no es posible pensar en derechos humanos en un ambiente degradado y contaminado. En este sentido, entre algunas de las obligaciones de los Estados constan las siguientes: 

· El Estado debe reconocer que aquellos que degradan la biodiversidad y el ambiente también están afectando los derechos humanos. Por lo tanto, está en la obligación de prevenir, proteger, sancionar y mitigar las afectaciones al ambiente.

· El Estado debe promover la mejora de las condiciones ambientales que aseguren un nivel mínimo de calidad a fin de garantizar el derecho a la salud, el bienestar y la vida. Por ejemplo, el control de la contaminación en el aire al que se encuentran expuestos los ciudadanos en las ciudades más pobladas.

· El Estado debe garantizar el derecho a una alimentación adecuada y al agua limpia en una medida que al menos satisfaga las necesidades básicas de la población. Esto se logra a través de políticas que promuevan la soberanía alimentaria y la garantía del derecho al agua para el consumo humano y la producción de alimentos. 

· El Estado tiene la obligación de hacer un balance y ponderación los derechos cuando entran en conflicto. Se espera que desde el Estado se priorice el derecho a la vida o, por ejemplo, la forma en la que esta se expresa a través del derecho a la satisfacción de necesidades básicas. Así, se podría decir que el derecho a lograr el desarrollo se encuentra por debajo al derecho de un ambiente sano y equilibrado.
· Los Estados para hacer frente a las especies invasoras deben en efectuar planificaciones que incluyan la generación de normativa, información científica, educación, investigación para conseguir la prevención, mitigación o erradicación de estas especies. 

Los derechos humanos son ampliamente reconocidos en la política pública ecuatoriana, se trabaja para viabilizar la ejecución de las garantías reconocidas de los posesionarios sobre el derecho a la tierra, de acuerdo a lo establecido en la Constitución Política de la República del Ecuador, específicamente en los siguientes articulados:
· El Artículo 57 numerales 4, 5 y 6, 58 y 59 reconoce y garantiza a las comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas, pueblo afroecuatoriano y pueblos montubios, los derechos colectivos a conservar la propiedad imprescriptible de sus tierras comunitarias, que serán inalienables, inembargables e indivisibles; a mantener la posesión de las tierras y territorios ancestrales y obtener su adjudicación gratuita [Énfasis agregado].

· El Artículo 281 del mismo cuerpo legal manifiesta que la soberanía alimentaria constituye un objetivo estratégico y una obligación del Estado para garantizar que las personas, comunidades, comunas, pueblos y nacionalidades alcancen la autosuficiencia de alimentos sanos y culturalmente apropiados de forma permanente; para lo cual será responsabilidad del Estado, entre otras: promover políticas redistributivas que permitan el acceso del campesinado a la tierra, al agua y otros recursos productivo [Énfasis agregado].
· El Estado garantiza los derechos de las personas, las colectividades y la naturaleza (Art. 277, numeral 1). Así también el deber del Estado en normar el uso y acceso a la tierra que deberá cumplir la función social y ambiental (Art. 282).
· El Artículo 306 expresa que el Estado promoverá las exportaciones ambientalmente responsables, con preferencia de aquellas que generen mayor empleo y valor agregado, y en particular las exportaciones de los pequeños y medianos productores y del sector artesanal. El Estado propiciará las importaciones necesarias para los objetivos del desarrollo y desincentivará aquellas que afecten negativamente a la producción nacional, a la población y a la naturaleza.
Por otra parte, las empresas tienen una gran responsabilidad frente a los daños de la biodiversidad y los ecosistemas. Entre sus principales responsabilidades se encuentran:

· El cumplimiento de la normativa nacional referente al ambiente y a los derechos de los trabajadores y consumidores. Estas corresponden directamente a la obligación legal que tienen las empresas de, por ejemplo, respetar los derechos humanos en relación con los derechos de los trabajadores, o cumplir con las disposiciones ambientales de no contaminación o la obtención de licencia ambiental cuando entra en juego posibles afectaciones el medio biótico. 

· Más allá de las obligaciones legales, las empresas tienen una responsabilidad moral frente a la sociedad y a la naturaleza debido a los impactos directos e indirectos generados por sus procesos productivos (upstream y downstream). De ahí que es importante que las empresas entiendan su responsabilidad como copartícipes del desarrollo de la sociedad y de la conservación del ambiente. Interiorizar esta concepción dentro de las empresas implica adoptar una cultura de valores basada en el respeto de los derechos humanos y la naturaleza. 

· Una estrategia que tiene gran potencial no solo para un mejor posicionamiento de la imagen de las empresas, sino para mejorar las condiciones de trabajadores, sociedad y naturaleza es la incorporación de estrategias de responsabilidad social corporativa (RSC). La RSC opera como un esquema voluntario al que la empresa decide someterse para trasparentar el impacto social y ambiental de su producción, le permite hacerse responsable por sus operaciones frente al público, a la vez que le permite generar impactos positivos para el desarrollo de diferentes sectores de la sociedad, sean consumidores directos o no. El tema ambiental también está presente en la RSC, lo que permite no solo reportar sobre los impactos ambientales que genera la empresa, sino también fijar metas para reducirlos e indicadores para rastrear los avances.

3. Sírvase proporcionar ejemplos concretos de disposiciones constitucionales, leyes, reglamentos, políticas, programas u otras medidas que empleen un enfoque basado en los derechos para prevenir, reducir o eliminar los daños a la biodiversidad y los ecosistemas o para restaurar y rehabilitar la biodiversidad y los ecosistemas.

El ejemplo más claro de un enfoque basado en derechos para la protección de la biodiversidad y los ecosistemas se encuentra en la Constitución de la República del Ecuador. En el texto constitucional se combina visiones ecocéntricas y antropocéntricas sobre la naturaleza. Esto se observa en su preámbulo que sostiene que el pueblo ecuatoriano decide construir “Una nueva forma de convivencia ciudadana, en diversidad y armonía con la naturaleza, para alcanzar el buen vivir, el sumak kawsay”. 

Desde la perspectiva ecocéntrica, la Constitución de 2008 alcanzó un avance sin precedentes a nivel internacional con el reconocimiento de la naturaleza como sujeto de derechos. En el capítulo séptimo sobre los derechos de la naturaleza, se establece: 

Art. 71.- La naturaleza o Pacha Mama, donde se reproduce y realiza la vida, tiene derecho a que se respete integralmente su existencia y el mantenimiento y regeneración de sus ciclos vitales, estructuras, funciones y procesos evolutivos. 
Toda persona, comunidad, pueblo o nacionalidad podrá exigir a la autoridad pública el cumplimiento de los derechos de la naturaleza. Para aplicar e interpretar estos derechos se observarán los principios establecidos en la Constitución, en lo que proceda. 

El Estado incentivará a las personas naturales y jurídicas, y a los colectivos, para que protejan la naturaleza, y promoverá el respeto a todos los elementos que forman un ecosistema.

Art. 72.- La naturaleza tiene derecho a la restauración. Esta restauración será independiente de la obligación que tienen el Estado y las personas naturales o jurídicas de indemnizar a los individuos y colectivos que dependan de los sistemas naturales afectados.

En los casos de impacto ambiental grave o permanente, incluidos los ocasionados por la explotación de los recursos naturales no renovables, el Estado establecerá los mecanismos más eficientes para alcanzar la restauración, y adoptará las medidas adecuadas para eliminar o mitigar las consecuencias ambientales nocivas.

Art. 73.- El Estado aplicará medidas de precaución y restricción para las actividades que puedan conducir a la extinción de especies, la destrucción de ecosistemas o la alteración permanente de los ciclos naturales. 

Se prohíbe la introducción de organismos y material orgánico e inorgánico que puedan alterar de manera definitiva el patrimonio genético nacional. 

Art. 74.- Las personas, comunidades, pueblos y nacionalidades tendrán derecho a beneficiarse del ambiente y de las riquezas naturales que les permitan el buen vivir. 

Los servicios ambientales no serán susceptibles de apropiación; su producción, prestación, uso y aprovechamiento serán regulados por el Estado”. 

Desde una perspectiva antropocéntrica, en la Sección segunda sobre Ambiente sano, se establece:

Art. 14.- Se reconoce el derecho de la población a vivir en un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, que garantice la sostenibilidad y el buen vivir, sumak kawsay.

Se declara de interés público la preservación del ambiente, la conservación de los ecosistemas, la biodiversidad y la integridad del patrimonio genético del país, la prevención del daño ambiental y la recuperación de los espacios naturales degradados.

Art. 15.- El Estado promoverá, en el sector público y privado, el uso de tecnologías ambientales limpias y de energías alternativas no contaminantes y de bajo impacto. La soberanía energética no se alcanzará en detrimento de la soberanía alimentaria, ni afectará el derecho al agua. 

Se prohíbe el desarrollo, producción, tenencia, comercialización, importación, transporte, almacenamiento y uso de armas químicas, biológicas y nucleares, de contaminantes orgánicos persistentes altamente tóxicos, agroquímicos internacionalmente prohibidos, y las tecnologías y agentes biológicos experimentales nocivos y organismos genéticamente modificados perjudiciales para la salud humana o que atenten contra la soberanía alimentaria o los ecosistemas, así como la introducción de residuos nucleares y desechos tóxicos al territorio nacional.

En el artículo 83 numeral 6 se establece son deberes y obligaciones de los ciudadanos respetar los derechos de la naturaleza, preservar un ambiente sano y utilizar los recursos naturales de modo racional, sustentable y sostenible.

En el artículo 276 numeral 5 sobre el régimen de desarrollo uno de sus objetivos es recuperar y conservar la naturaleza y mantener un ambiente sano y sustentable que garantice a las personas y colectividades el acceso equitativo, permanente y de calidad al agua, aire y suelo, y a los beneficios de los recursos del subsuelo y del patrimonio natural.

En el artículo 397 se estable que en caso de daños ambientales el Estado actuará de manera inmediata y subsidiaria para garantizar la salud y la restauración de los ecosistemas. Además de la sanción correspondiente, el Estado repetirá contra el operador de la actividad que produjera el daño las obligaciones que conlleve la reparación integral, en las condiciones y con los procedimientos que la ley establezca. La responsabilidad también recaerá sobre las servidoras o servidores responsables de realizar el control ambiental. Para garantizar el derecho individual y colectivo a vivir en un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, el Estado se compromete a permitir a personas naturales o jurídicas, colectividades o grupos acudir a instancias legales y órganos judiciales para obtener una tutela efectiva en materia ambiental, Establecer mecanismos efectivos de prevención y control de la contaminación ambiental, de recuperación de espacios naturales degradados y de manejo sustentable de los recursos naturales.

El Ecuador cuenta con el Código Orgánico del Ambiente (COA) y su Reglamento, una norma especializada y actualizada a las disposiciones constitucionales que propende la garantía de un medio ambiente sano y la defensa de los derechos de la naturaleza. El COA tiene por objeto garantizar el derecho de las personas a vivir en un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, así como proteger los derechos de la naturaleza para la realización del buen vivir o sumak kawsay.
El COA recoge los siguientes principios: a) responsabilidad integral; b) mejor tecnología disponible y mejores prácticas ambientales; c) desarrollo sostenible; d) el que contamina paga; e) in dubio pro natura; f) acceso a la información, participación y justicia en materia ambiental, g) precaución; h) prevención; i) reparación integral; j) subsidiariedad. 
Con el propósito de hacer efectivo al sistema, se tienen en cuenta los siguientes instrumentos previstos en la Constitución, en el COA y la normativa vigente, en concordancia con los lineamientos y directrices que establezca la Autoridad Ambiental Nacional, según corresponda: a) Educación ambiental; b) Investigación ambiental; c) Participación ciudadana; d) Sistema Único de Información Ambiental; e) Fondos Públicos; f) Sistema Nacional de Áreas Protegidas; g) Régimen Forestal Nacional; h) Sistema Único de Manejo Ambiental; i) Incentivos ambientales; j) Otros que se determinen para el efecto.
Ecuador cuenta con la Estrategia Nacional sobre Biodiversidad (ENB) 2015-2030, que tiene como objetivos principales: i) incorporar la biodiversidad, los bienes y los servicios ecosistémicos asociados, en la gestión de las políticas públicas; ii) reducir las presiones y el uso inadecuado de la biodiversidad a niveles que aseguren su conservación; iii) distribuir de manera justa y equitativa los beneficios de la biodiversidad y de los servicios ecosistémicos asociados, contemplando especificidades de género e interculturalidad; y, iv) fortalecer la gestión de los conocimientos y las capacidades nacionales que promuevan la innovación en el aprovechamiento sostenible de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos.
Así mismo, la Estrategia Nacional de Cambio Climático (ENCC) 2012-2025, documento que establece los sectores priorizados para la adaptación (Soberanía alimentaria, agricultura, ganadería, acuacultura y pesca; Sectores Productivos y Estratégicos; Salud; Patrimonio Hídrico; Patrimonio Natural; Grupos de atención prioritaria; Asentamientos humanos; y Gestión de Riesgos) y la mitigación del cambio climático (Agricultura; Uso del Suelo, Cambio de Uso del Suelo y Silvicultura; Energía; Manejo de desechos sólidos y líquidos; y Procesos industriales). La ENCC busca: a) crear y fortalecer la capacidad de los sistemas social, económico y ambiental para afrontar los impactos del cambio climático; b) Crear condiciones favorables para la adopción de medidas que reduzcan emisiones de Gases de Efecto Invernadero y aumentar los sumideros de carbono en los sectores estratégicos. Entre algunos de sus objetivos específicos en adaptación se encuentran: implementar medidas que garanticen la soberanía alimentaria frente a los impactos del cambio climático; implementar medidas de prevención para proteger la salud humana frente a los impactos del cambio climático; tomar medidas para garantizar el acceso de los grupos de atención prioritaria a recursos que contribuyan a fortalecer su capacidad de respuesta ante los impactos del cambio climático. 
4. Si su Estado es uno de los 156 Estados Miembros de las Naciones Unidas que reconoce el derecho a un medio ambiente seguro, limpio, sano y sostenible
, ¿ha contribuido el reconocimiento de este derecho a proteger, conservar y restaurar la biodiversidad y los ecosistemas sanos? En caso afirmativo, ¿cómo? En caso negativo, ¿por qué no?

El artículo 425 de la Constitución del Ecuador establece que el orden jerárquico de aplicación de las normas será el siguiente: la Constitución; los tratados y convenios internacionales; las leyes orgánicas; las leyes ordinarias; las normas regionales y las ordenanzas distritales; los decretos y reglamentos; las ordenanzas; los acuerdos y las resoluciones; y los demás actos y decisiones de los poderes públicos.
La Constitución del Ecuador consolida grandes avances en la protección y promoción de derechos humanos previstos en constituciones anteriores y reconoce principios tales como:
· El reconocimiento de derechos humanos consagrados en instrumentos internacionales, como parte del ordenamiento jurídico interno del Estado ecuatoriano, que los ubica al mismo nivel jerárquico constitucional (Art. 424), respetando el principio pro ser humano, de no restricción de derechos (Art. 417), de aplicabilidad directa y de cláusula abierta; adicionalmente que son de inmediata aplicación por y ante cualquier servidor público, administrativo o judicial (Art. 11, numeral 3).

· El reconocimiento de derechos contenidos en instrumentos internacionales, como deber primordial del Estado (Art. 3, numeral 1) y como principio fundamental que rige el ejercicio de los derechos, el reconocimiento de los mismos, que no excluirá los demás derechos derivados de la dignidad de las personas, comunidades, pueblos y nacionalidades, que sean necesarios para su pleno desenvolvimiento (Art. 11, numeral 7);
Ecuador prioriza la conservación de los ecosistemas frágiles y únicos, como las Islas Galápagos, Patrimonio Natural de la Humanidad y de la región Amazónica, los cuales se han visto seriamente afectados por la intensidad y frecuencia del cambio climático. De acuerdo al artículo 259 de la Constitución, “el Estado central y los gobiernos autónomos descentralizados adoptarán políticas de desarrollo sustentable que, adicionalmente, compensen las inequidades de su desarrollo y consoliden la soberanía”.
El 27 de septiembre de 2018, el Ecuador suscribió el primer “Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales”, conocido como el "Acuerdo de Escazú". El 21 de mayo de 2020, el Ecuador presentó, ante las Naciones Unidas, el instrumento de ratificación del Acuerdo de Escazú. Este instrumento resulta inédito para la región, pues representa el primer acuerdo regional vinculante que protege a los defensores de los derechos humanos en asuntos ambientales y establece garantías que protegen su labor. El Ecuador, al ratificar el Acuerdo de Escazú, se convierte en el noveno país de la región en hacerlo, lo que refleja el compromiso del país con la protección de la naturaleza, la transparencia en el manejo de la información en temas ambientales, la participación ciudadana y el acceso a la justicia en caso de existir litigios en materia ambiental.
El compromiso de Ecuador con el medio ambiente se muestra también con la ratificación del Acuerdo de París en el año 2017, a pesar de ser responsable, apenas del 0.15% de las emisiones globales de gases de efecto invernadero a la atmósfera. Se trata de un esfuerzo global, que debe estar liderado por los países industrializados y los principales emisores de gases de efecto invernadero, causantes del calentamiento global, por su deuda ecológica y su responsabilidad histórica, para lo cual se requiere la provisión de los medios de implementación a los países en desarrollo para el cumplimiento del Acuerdo de París.
Además, los Acuerdos Multilaterales sobre Medio Ambiente (AMUMAS) que Ecuador ha ratificado y los viene implementando (CBD, CITES, CMS, RAMSAR, CONVEMAR, entre otros), ha permitido que el marco normativo nacional y las políticas en materia ambiental, estén alineados con los objetivos planteados en estos instrumentos internacionales. 

5. Sírvase proporcionar ejemplos concretos de buenas prácticas para prevenir, reducir o eliminar los daños a la biodiversidad y los ecosistemas, o para restaurar y rehabilitar la biodiversidad y los ecosistemas. Estos ejemplos pueden darse a nivel internacional, nacional, subnacional o local. Cuando sea posible, sírvase proporcionar pruebas relacionadas con la aplicación, el cumplimiento y la eficacia de las buenas prácticas (por ejemplo, resultados mensurables como el aumento de las zonas terrestres y marinas protegidas, el incremento de las tierras indígenas y comunitarias conservadas, la disminución de las tasas de deforestación y de la caza furtiva, o los progresos en la recuperación de especies que anteriormente estaban amenazadas o en peligro de extinción).

Según los datos del Ministerio del Ambiente y Agua (MAAE), los indicadores de avance en medio ambiente son:

· En el período 2013 a 2018, se incrementó la proporción del territorio nacional (continental, insular y marino) bajo conservación o manejo ambiental, pasando de 15.7% a 16.4% respectivamente, incluyendo las áreas de conservación para preservación de los recursos hídricos. Esta superficie corresponde a aquellas áreas de relevancia ecológica, escénica, social, cultural e histórica, establecidas en el país de acuerdo con la ley.

· En el período de 2000 a 2016 se disminuyó la deforestación bruta anual pasando de 129.943 ha. a 94.353 ha. respectivamente.

· En el período de 2008 al 2018, la brecha entre la huella ecológica y biocapacidad per cápita se redujo, pasando de 0.94 a 0.54
.
· Ecuador tiene un aproximado de 12.5 millones de bosques naturales (MAE, 2018), de los cuales el 51% se encuentra bajo una categoría de conservación como áreas protegidas, bosques protectores, patrimonio forestal del Estado, socio bosque; y el 49% de los bosques se encuentran susceptibles a manejo forestal ejercido por las comunidades indígenas y en propietarios individuales. 
· La superficie de bosque nativo bajo conservación en Programa Socio Bosque es de 1.6 millones de hectáreas, lo que corresponde a 5.74% de la superficie continental del país y beneficia a 178.171 personas pertenecientes a 15 pueblos y nacionalidades indígenas del Ecuador.

6. Sírvase identificar las lagunas, los desafíos y los obstáculos específicos a los que se ha enfrentado su gobierno, empresa u organización al tratar de emplear un enfoque basado en los derechos para prevenir, reducir o eliminar los daños a la biodiversidad y los ecosistemas.

Uno de los avances más importantes de la Constitución de 2008 (arts. 10 y 71-74) es el reconocimiento de la naturaleza como sujeto de derecho, lo que implica respetar integralmente su

existencia, el mantenimiento y regeneración de sus ciclos vitales y su restauración en caso de degradación o contaminación. De ahí que, en consonancia con lo establecido en la Carta Magna, se exhorta a asumir una responsabilidad intergeneracional −a la luz de los riesgos más inminentes para nuestra especie, como el cambio climático−, mediante el manejo sustentable del patrimonio natural: su biodiversidad terrestre y marina. 

Existe una responsabilidad ética con las actuales y futuras generaciones para que se mantenga, precautele y se dé soporte a la vida en todas sus formas; así como para que se reconozca el derecho de la población a vivir en un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. 
En la práctica, la implementación de acciones efectivas para proteger la biodiversidad en el Ecuador presenta varios desafíos, muchos de ellos relacionados con la disponibilidad de recursos financieros para invertir en programas integrales e inclusivos dirigidos a la prevención y protección para reducir daños a la biodiversidad y la naturaleza. La creación y fortalecimiento de capacidades de los actores que intervienen en los procesos de conservación también presenta varios cuellos de botella. La demora en la aplicación de sanciones a los infractores de la ley, la falta de una cultura ambiental que sea impartida desde los primeros años de educación y a lo largo de todo el ciclo educativo. 
El artículo 397 de la Constitución de la República del Ecuador establece que en caso de daños ambientales el Estado actuará de manera inmediata y subsidiaria para garantizar la salud y la restauración de los ecosistemas. Además de la sanción correspondiente, el Estado repetirá contra el operador de la actividad que produjera el daño las obligaciones que conlleve la reparación integral, en las condiciones y con los procedimientos que la ley establezca. La responsabilidad también recaerá sobre las servidoras o servidores responsables de realizar el control ambiental. Para garantizar el derecho individual y colectivo a vivir en un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, el Estado se compromete a: 

1. Permitir a cualquier persona natural o jurídica, colectividad o grupo humano, ejercer las acciones legales y acudir a los órganos judiciales y administrativos, sin perjuicio de su interés directo, para obtener de ellos la tutela efectiva en materia ambiental, incluyendo la posibilidad de solicitar medidas cautelares que permitan cesar la amenaza o el daño ambiental materia de litigio. La carga de la prueba sobre la inexistencia de daño potencial o real recaerá sobre el gestor de la actividad o el demandado. 

2. Establecer mecanismos efectivos de prevención y control de la contaminación ambiental, de recuperación de espacios naturales degradados y de manejo sustentable de los recursos naturales. 

3. Regular la producción, importación, distribución, uso y disposición final de materiales tóxicos y peligrosos para las personas o el ambiente. 

4. Asegurar la intangibilidad de las áreas naturales protegidas, de tal forma que se garantice la conservación de la biodiversidad y el mantenimiento de las funciones ecológicas de los ecosistemas. El manejo y administración de las áreas naturales protegidas estará a cargo del Estado. 

5. Establecer un sistema nacional de prevención, gestión de riesgos y desastres naturales, basado en los principios de inmediatez, eficiencia, precaución, responsabilidad y solidaridad.
El artículo 398 de la Constitución de la República del Ecuador describe que toda decisión o autorización estatal que pueda afectar al ambiente deberá ser consultada a la comunidad, a la cual se informará amplia y oportunamente. El sujeto consultante será el Estado. La ley regulará la consulta previa, la participación ciudadana, los plazos, el sujeto consultado y los criterios de valoración y de objeción sobre la actividad sometida a consulta. El Estado valorará la opinión de la comunidad según los criterios establecidos en la ley y los instrumentos internacionales de derechos humanos. Si del referido proceso de consulta resulta una oposición mayoritaria de la comunidad respectiva, la decisión de ejecutar o no el proyecto será adoptado por resolución debidamente motivada de la instancia administrativa superior correspondiente de acuerdo con la ley; 

El artículo 399 de la Constitución de la República del Ecuador ordena que el ejercicio integral de la tutela estatal sobre el ambiente y la corresponsabilidad de la ciudadanía en su preservación, se articulará a través de un sistema nacional descentralizado de gestión ambiental, que tendrá a su cargo la defensoría del ambiente y la naturaleza;

Que, los artículos 400 y 404 de la Constitución de la República del Ecuador, en el ámbito de la protección de la naturaleza y de los recursos naturales, respectivamente, establecen que la biodiversidad, su conservación y la de sus componentes, son de interés público; así como el patrimonio natural del Ecuador, comprendido entre otras por las formaciones físicas, biológicas y geológicas cuyo valor desde el punto de vista ambiental, científico, cultural o paisajístico exige su protección, conservación, recuperación y promoción;
7. Sírvase especificar las formas en que se proporciona (o debería proporcionarse) protección adicional a las poblaciones que pueden ser particularmente vulnerables a la disminución de la diversidad biológica y a los ecosistemas degradados (por ejemplo, mujeres, niños, personas que viven en la pobreza, miembros de pueblos indígenas y comunidades locales, personas de edad, personas con discapacidad, minorías étnicas, raciales o de otro tipo y personas desplazadas). ¿Cómo se puede empoderar a esas poblaciones para que protejan y restauren la biodiversidad en declive y los ecosistemas degradados?

El Ecuador a través del Ministerio de Agricultura y Ganadería ha venido promoviendo la protección a las poblaciones vulnerables durante la ejecución de sus objetivos, mediante el apoyo al desarrollo de prácticas culturales sostenibles de las comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas, pueblo afroecuatoriano, pueblos montubios y campesinos de las zonas rurales, generando valor a su producción agrícola al establecer una comercialización de productos directa entre el agricultor y el consumidor; y logrando integrar a la sociedad productiva, al que anteriormente significaba el campesinado relegado. Todo esto fundamentados en la LEY ORGANICA DE TIERRAS RURALES Y TERRITORIOS ANCESTRALES, Art. 7.- Principios fundamentales. “(…) Constituyen principios de aplicación de esta Ley los siguientes: b) Interculturalidad. Se garantiza el respeto de las diferentes formas de vida, valores, tradiciones y prácticas culturales con la tierra rural, como medio de reproducción cultural; Art. 9.- Lineamientos de política agraria. Para el desarrollo del sector agrario se considerarán los siguientes lineamientos en materia de tierras rurales: d) Establecer un régimen preferencial de incentivos a favor de la agricultura familiar campesina, de los pequeños y medianos productores agropecuarios y de organizaciones campesinas, comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades, para el desarrollo de sus inversiones de conformidad con la Constitución y la Ley (…)”.

Además, es importante recalcar que las poblaciones tienen las facultades para proteger y restaurar la biodiversidad, mediante la aplicación de la Normativa que habla sobre sus derechos colectivos mencionado en la misma Norma citada anteriormente: Art. 23.- Derechos colectivos. “(…) Se reconocerá y garantizará a favor de las comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas, afroecuatorianos y montubios, el derecho a conservar la propiedad comunitaria y a mantener la posesión de sus tierras y territorios ancestrales y comunales que les sean adjudicados a perpetuidad gratuitamente, de conformidad con la Constitución, pactos, convenios, declaraciones y demás instrumentos internacionales de derechos colectivos.

Igualmente se garantizará el derecho a participar en el uso, usufructo, administración y conservación de sus tierras y territorios.

La propiedad comunitaria de la tierra consiste en el derecho colectivo a usar, gozar y disponer de ella, a través de la entidad colectiva que representa a los miembros de la comuna, comunidad, pueblo o nacionalidad y de las decisiones del órgano o instancia de dirección de la misma, de conformidad con las normas consuetudinarias, las leyes y las disposiciones constitucionales.

En las tierras y territorios en propiedad o posesión ancestral, a partir de sus propias formas de convivencia y organización social y de generación y ejercicio de la autoridad, esta ejercerá la administración y control social del territorio de conformidad con sus usos y costumbres.

La propiedad de las tierras comunitarias y de las tierras y territorios en posesión ancestral, es imprescriptible, inalienable, inembargable e indivisible y estará exenta del pago de tasas e impuestos.

El Estado garantizará la seguridad jurídica de tales tierras y territorios y establecerá políticas públicas para el fortalecimiento y desarrollo de las comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades a través de inversiones prioritarias. (…)”
Mediante un proceso participativo entre el Estado y la sociedad civil para la formulación de políticas públicas y acciones afirmativas de igualdad (generacional e intergeneracional), con la finalidad de erradicar las brechas de desigualdad y discriminación (hacia las niñas, niños, adolescentes, jóvenes y personas adultas mayores), el Consejo Nacional de Igualdad Intergeneracional (CNII) en conjunto con el Ministerio de Inclusión Económica y Social (MIES), impulsaron el Proceso de Promoción de Derechos y Consulta a Niñas, Niños y Adolescentes a nivel nacional, llegando a participar alrededor de 70.000 NNA de 7 a 17 años de edad. Este proceso se desarrolló entre el mes de agosto a noviembre de 2019, y tuvo como objetivo poder receptar los aportes de este grupo generacional en temas de interés y principales problemáticas que les afectan a estos. Dichos aportes han sido considerados como insumos prioritarios para la reforma integral al Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia y/o para la política pública nacional y local.

Este proceso de promoción de derechos y consulta se fundamentó en 4 elementos orientadores (aportes realizados por el Instituto Interamericano del Niño, Niña y Adolescentes y los estándares internacionales relacionados a los derechos de participación de niñas, niños y adolescentes): (i) Estándares internacionales, (ii) Proceso incluyente y amplio, (iii) Transparente y (iv) Participativo. 

Así mismo, este proceso contó con tres fases, dentro de las cuales se posicionó el ámbito del ambiente sano y que, posteriormente en el espacio de participación, se recibió más de 4.000 propuestas distribuidas en 15 ámbitos que se encuentran relacionados con los derechos universales y específicos de niñas, niños y adolescentes, y reconocidos en la Convención de los Derechos del Niño, la Constitución del Ecuador y otros instrumentos nacionales e internacionales, en el cual se señaló el tema de ambiente sano. El proceso de participación y consulta arrojó los principales aportes y propuestas en el ámbito de ambiente sano, que corresponden a los siguientes: 

· Que los adultos cuiden el medio ambiente, no talen los árboles y no maten a los animales

· Promover y ejecutar políticas públicas para mejorar la calidad de vida de los adolescentes con ambiente sano libre de consumo de sustancias psicotrópicas

· El Estado debe garantizar espacios de uso de tiempo libre para los adolescentes

· Campaña para conservar el medio ambiente y la biodiversidad

· Educar a las personas para que voten la basura en su lugar

· No desperdiciar el agua, cerrando la llave cuando no utilicemos

· No quemar ni destruir los árboles ni matar a los animales

· Campañas sobre cuidado del ambiente, reciclar y reutilizar, separar lo orgánico de lo inorgánico

· Castigo a las personas que contaminan y matan a los animales

Evidenciando la importancia del derecho a un ambiente sano con respeto y cuidado de la naturaleza, con entornos y espacios sanos libres de drogas, para desarrollar actividades de uso del tiempo libre, impulsando y presionando a las autoridades para la creación de políticas públicas que respondan al pleno ejercicio de los derechos.

Las propuestas y aportes generados a nivel nacional se presentaron mediante la implementación de técnicas cualitativas como: diálogos, chasquis y grupos focales. Estos aportes fueron considerados para la elaboración de una resolución que contiene propuestas a las principales problemáticas identificadas en los ámbitos consultados en este proceso que, posteriormente fue presentada en la Presidencia de la República del Ecuador, en el pleno del Consejo Nacional de Igualdad Intergeneracional y en la Asamblea Nacional, órgano legislativo que aprobó de manera unánime la resolución de las Niñas, Niños y Adolescentes. Por otro lado, el Pleno del CNII dispuso que, el MIES y el CNII conjuntamente presentarán el “Plan Nacional de Protección Integral de la Niñez y Adolescencia al 2030” ante el Pleno del Consejo.

Por otra parte, las personas con discapacidad pueden ser particularmente vulnerables a la disminución de la diversidad biológica y a los ecosistemas degradados, a través de las siguientes medidas se puede dar atención:

· Diseñar e instrumentar diversas estrategias de política pública que contribuyan a los procesos de adaptación al cambio climático en la cultura, el patrimonio y el disfrute de los derechos culturales.

· Implementar medidas de prevención para proteger la salud de las personas con discapacidad frente a los impactos del cambio climático.

· Tomar medidas para garantizar el acceso de los grupos de atención prioritaria y de atención prioritaria a recursos que contribuyan a fortalecer su capacidad de respuesta ante los impactos del cambio climático.

· Incluir la gestión integral de riesgos frente a los eventos extremos atribuidos al cambio climático en los ámbitos y actividades a nivel público y privado.

· Implementar medidas para incrementar la capacidad de respuesta de los asentamientos humanos para enfrentar los impactos del cambio climático.
Además, se empodera a las personas con discapacidad a través de la participación de la sociedad civil en programas para combatir los efectos del cambio climático, para reducir el impacto de los desastres en personas con discapacidad.

· Así mismo, se trabaja en la elaboración de planes a nivel de GAD´s, para el fortalecimiento de los procedimientos de Gestión de Riesgos a nivel local en torno a personas con discapacidad.

· La elaboración de evaluaciones comunitarias que sean inclusivas y poder elaborar planes de acción para reducción de riesgos por impactos del cambio climático.

· La Guía Metodológica para la Gestión Inclusiva del Riesgo forma parte de la construcción de herramientas destinadas a proteger la vida de las personas con discapacidad y sus familiares frente a los efectos negativos, promoviendo la construcción y la participación e integración social en todas las fases de la gestión del riesgo.

El reconocimiento y protección de los conocimientos tradicionales de los Pueblos Indígenas y Comunidades Locales (PICL), se presenta como una medida fundamental para empoderar a estos grupos en los procesos de conservación, manejo y restauración de la biodiversidad. Promover y fortalecer los conocimientos, las prácticas, las tradiciones que mantienen los PICL en la medida que favorecen al manejo sostenible de la biodiversidad y los ecosistemas; al tiempo que garantizan el respeto de los derechos de estos grupos. Se debe mencionar también los procesos necesarios para la implementación efectiva del consentimiento libre, previo e informado dirigido hacia los PICL, así como también, mecanismos que favorezcan y faciliten la participación y distribución justa y equitativa de beneficios que generados por la biodiversidad.
8. ¿Cómo se salvaguardan los derechos de las personas y comunidades que trabajan en cuestiones de biodiversidad (potencialmente identificadas como defensores y defensoras de los derechos ambientales o defensores y defensoras de la tierra)? ¿Qué esfuerzos ha hecho su Gobierno para crear un entorno seguro para que puedan ejercer libremente sus derechos sin temor a la violencia, la intimidación o las represalias?

En el último semestre del año 2018, se inició el proceso de elaboración de la “Política Integral para la Promoción y Protección de los Derechos de las Personas Defensoras de los Derechos Humanos y de la Naturaleza” con el objetivo de proteger los derechos de aquellas personas que se dedican a la defensa de los derechos humanos y de la naturaleza. Al respecto, se elaboraron los lineamientos para la construcción de esta política. En este documento se enfatizó en la necesidad de una construcción participativa de la política, misma que contará con cuatro componentes fundamentales: promoción de derechos y prevención de las violencias; protección y atención; investigación, juzgamiento y sanción; y, reparación.

Mediante Decreto Ejecutivo Nro. 560 de 14 de noviembre de 2018, el Presidente Constitucional de la República, decretó: “Artículo 1.- Transfórmese el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos en la Secretaría de Derechos Humanos, como entidad de derecho público, con personalidad jurídica, dotada de autonomía administrativa y financiera. Artículo 2.- La Secretaría de Derechos Humanos, tendrá a su cargo las siguientes competencias: a) Derechos humanos, que incluye la coordinación de la ejecución de sentencias, medidas cautelares, medidas provisionales, acuerdos amistosos, recomendaciones, y resoluciones originados en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, así como el seguimiento y evaluación de compromisos internacionales y demás obligaciones de carácter internacional en esta materia; (…)”.

Una vez constituida, la Secretaría de Derechos Humanos (SDH), a través de la Dirección de Política Integral de Derechos Humanos, retomó el proceso de elaboración de la política referida. En este sentido, se convocó a representantes del Ministerio de Gobierno, de la Fiscalía General del Estado, del Consejo de la Judicatura, de la Defensoría Pública, de la Defensoría del Pueblo, del Consejo Nacional para la Igualdad de Género y del Consejo Nacional para la Igualdad de Pueblos y Nacionalidades a una reunión de trabajo con el fin de exponer los avances en el diseño de la política y la hoja de ruta planteada para el efecto. Adicionalmente, se conformó una mesa de trabajo que funciona periódicamente para dar seguimiento a los avances y compromisos que cada uno de los actores estratégicos asume en relación con el diseño de la política. 

Las reuniones de la mesa interinstitucional se realizan de forma semanal. Al momento, se está elaborando el diagnóstico participativo de la situación respecto a la protección de los derechos de las personas defensoras de los derechos humanos y de la naturaleza. Para ello, se consensuaron las directrices que deberán observar los/las funcionarios/as en territorio para la recolección de información de los casos reportados como vulneración de derechos de personas defensoras de los derechos humanos y de la naturaleza. Finalmente, la Secretaría de Derechos Humanos, elaboró una propuesta teórico-conceptual para el diseño e implementación de la política pública, la cual cuenta con un aportado en el que se analiza la experiencia de otros países en la región. Información que servirá de referencia a la mesa interinstitucional para el diseño de esta política.
9. Hay pruebas sustanciales de que el consumo en los Estados de altos ingresos está afectando negativamente a la biodiversidad y los ecosistemas en los Estados de ingresos bajos y medios. ¿De qué manera los Estados de altos ingresos deberían ayudar a los Estados de bajos ingresos a responder a la pérdida de la diversidad biológica y la degradación de los ecosistemas y, al mismo tiempo, contribuir al desarrollo sostenible en esos Estados de bajos ingresos?

Al considerar que los estudios realizados destacan que el consumo en los Estados de altos ingresos es el principal causante de la pérdida de la biodiversidad biológica y la degradación en los Estados de ingresos bajos y medios, en primera instancia los gobiernos de los Estados desarrollados deben enfocarse en la generación de políticas que regulen ese consumo desmedido, considerando que el que más contamina más regulaciones debería cumplir, refiriéndonos a la ejecución de procesos y prácticas sostenibles de reciclaje, la aplicación de las 4R`s (reducir, reutilizar, reciclar y recuperar), la elaboración de productos amigables con el ambiente, entre otros.

Por otro lado, en lo referente a los fondos económicos de apoyo que perciben los Estados de bajos ingresos, estos han sido de gran ayuda, por cuanto ayuda al desarrollo social y económico de una nación, aliviando las deudas de los países de bajos ingresos, garantizando el acceso a medicinas, alimentos y nuevas tecnologías; sin embargo, se debería realizar una actualización en la distribución de estos recursos, dando prioridad a los micro proyectos y/o bio emprendimientos sostenibles con la finalidad de generar nuevas oportunidades dentro de una economía circular de los Estados de ingresos bajos y medios donde su riqueza está en el recurso natural. 

Aprovechar el gran bagaje que han desarrollado los Estados de altos ingresos para liderar esta época identificada como de la “revolución tecnológica”, específicamente al referirnos al apoyo en el fortalecimiento de capacidades sobre tecnologías sostenibles enfocadas a la recuperación de la diversidad biológica y de los ecosistemas de aquellas empresas que se enfocan en la producción de consumo. 
Además, se requiere que la cooperación internacional priorice y fortalezca su apoyo a los estados o países megadiversos como el caso de Ecuador. Es necesario que los “Estados de altos ingresos” revean sus políticas sobre formas de consumo por un lado y por otro, contribuyan económicamente a los esfuerzos e inversiones que hacemos los “Estados de bajos ingresos” para buscar conservar y usar en forma sostenible la biodiversidad y los servicios ecosistémicos, contribuyendo así al desarrollo sostenible y al mejoramiento de la calidad de vida de las poblaciones más vulnerables, mismas que paradójicamente están en los sitios más biodiversos del planeta.  
10. En el caso de las empresas, ¿qué políticas o prácticas se han establecido para garantizar que sus actividades, productos y servicios a lo largo de toda la cadena de suministro (extracción/abastecimiento, fabricación, distribución, venta y gestión del fin de la vida útil) reduzcan al mínimo la pérdida de biodiversidad y la degradación de los ecosistemas y cumplan las normas de derechos humanos, especialmente las que se articulan en los Principios Rectores de las Empresas y los Derechos Humanos?

El Artículo 275 de la Constitución de la República establece que todos los sistemas que conforman el régimen de desarrollo (económicos, políticos, socio-culturales y ambientales) garantizan el desarrollo del buen vivir, y que toda organización del Estado y la actuación de los poderes públicos están al servicio de los ciudadanos y ciudadanas que habitan el Ecuador. 

El numeral 2 del Artículo 276 de la Constitución de la República establece que el régimen de desarrollo, tiene entre sus objetivos el de construir un sistema económico justo, democrático, productivo, solidario y sostenible, basado en la distribución equitativa de los beneficios del desarrollo, de los medios de producción y en la generación de trabajo digno y estable; 

 El numeral 5 del artículo 281 de la Constitución de la República establece las responsabilidades del Estado para alcanzar la soberanía alimentaria, entre las que se incluye el establecer mecanismos preferenciales de financiamiento para los pequeños y medianos productores y productoras, facilitándoles la adquisición de medios de producción;
En el Código de la Producción, Comercio e Inversiones tiene por objeto regular el proceso productivo en las etapas de producción, distribución, intercambio, comercio, consumo, manejo de externalidades e inversiones productivas orientadas a la realización del Buen Vivir. Esta normativa busca también generar y consolidar las regulaciones que potencien, impulsen e incentiven la producción de mayor valor agregado, que establezcan las condiciones para incrementar productividad y promuevan la transformación de la matriz productiva, facilitando la aplicación de instrumentos de desarrollo productivo, que permitan generar empleo de calidad y un desarrollo equilibrado, equitativo, eco-eficiente y sostenible con el cuidado de la naturaleza.

El Ministerio del Ambiente ha implementado una marca llamada el “Punto Verde”, que busca a través de incentivos tributarios y ambientales a toda actividad del desarrollo nacional que optimiza los recursos naturales en sus procesos, demostrando cumplir más allá de la normativa legal con el fin de reducir los impactos ambientales negativos hacia el entorno natural, en especial ecosistemas sensibles y con ello mejorar la calidad de vida de nuestros ciudadanos. En el siguiente enlace se puede encontrar información detallada: https://www.ambiente.gob.ec/punto-verde1/ 
Por otro lado, el Ecuador bajo una visión pragmática y equilibrada, busca fomentar y recibir inversiones de calidad y respetuosas de medio ambiente, y dinamizar la economía en un marco de libre mercado, seguridad jurídica, Estado de Derecho y lucha contra la corrupción y sobre todo, respetuosas de los derechos humanos. Para estos efectos, y en especial con relación a garantizar los derechos humanos y el respeto al medio ambiente a lo largo de toda la cadena de suministro, el país actúa en dos planos:
a) Mediante propuestas vinculantes (jurídicamente obligatorias), tales como leyes nacionales, o normativa internacional aplicable a la materia. En este ámbito, Ecuador, por mandato del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas (ONU), promueve desde 2015 un proceso relativo a la elaboración de un instrumento internacional jurídicamente vinculante sobre las empresas transnacionales y otras empresas con respecto a derechos humanos. En esta línea de acción, Ecuador, a través del ejercicio de la Presidencia del Grupo de Trabajo Intergubernamental de Composición Abierta en el que se discute este tema, se ha convertido en el facilitador de este debate global que involucra a los Estados Miembros de la ONU y que desde 2015 ha celebrado ya cinco sesiones de negociación. En octubre de 2020 tendrá lugar, la 6ta sesión de dicho Grupo de Trabajo.

b) Con iniciativas no vinculantes o no obligatorias (soft-law), sobre las cuales Ecuador ha manifestado de manera reiterada su utilidad en la práctica, como herramientas de prevención que apuntan a que el sector privado, utilizando sus propias directrices, respete los derechos humanos en el desarrollo de sus actividades. Un ejemplo del compromiso nacional en este sentido es que en mayo de 2019 manifestó su interés de participar en el Proyecto Conjunto sobre "Conducta Empresarial Responsable en América Latina y El Caribe" (Proyecto  CERALC), diseñado y financiado por la Unión Europea (UE) e implementado conjuntamente con la Organización Internacional del Trabajo (OIT), la Organización de Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) y la Oficina de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OACNUDH). 

· El proyecto tiene como objetivo trabajar en la línea de los siguientes marcos voluntarios (no vinculantes): Líneas Directrices de la OCDE para Empresas Multinacionales (1976, revisadas en 2011); Declaración tripartita de principios sobre las empresas multinacionales y la política social de la OIT (1977, revisada por última vez en 2017); y los Principios Rectores de Naciones Unidas sobre empresas y derechos humanos (2011), que fueron adoptados por consenso en el Consejo de Derechos Humanos de la ONU, y se promueven en el marco del Foro Anual sobre empresas y derechos humanos y por el denominado Grupo de Trabajo de Expertos sobre empresas y derechos humanos y por la Oficina de la OACNUDH. Entre sus disposiciones de los Principios Rectores destaca la recomendación de que para su implementación los países que así lo hayan decidido, adopten un Plan Nacional de Acción sobre empresas y derechos humanos. 

· El Ecuador formalizó su solicitud de participación en el Proyecto en julio de 2019. Los motivos de esta decisión fueron: 1) se encuentra en línea con los esfuerzos del Ecuador para lograr inversiones de calidad y en sectores de interés estratégico; y 2) es complementa con la propuesta del instrumento vinculante; 3) se encuentra en línea con el interés del Gobierno del Ecuador en iniciar el proceso de adhesión a la OCDE; 4) se encuentra en línea, por ejemplo, con diversas cláusulas del Acuerdo Comercial con la UE, puesto que contempla, entre otros aspectos, un capítulo sobre Comercio y Desarrollo Sostenible, que incorpora temas laborales (trabajo decente), ambientales y de derechos humanos; y 5) Ecuador negocia en la actualidad tratados bilaterales de inversión que tienen un componente de responsabilidad social y corporativa, así como cláusulas que garantizan un espacio de política pública en materia ambiental y de derechos humanos. 

· En enero de 2020 se designaron los puntos focales nacionales (Cancillería, principal; Ministerio de Producción, alterno), en marzo 2020 tuvo lugar una videoconferencia de inicio de la implementación y entre abril y mayo se mantuvieron contactos por separado con cada uno de los componentes del proyecto y las instituciones, por lo que en mayo 2020 se remitió a la Comisión Europea la priorización de actividades en las que el país estaría interesado.
� Véase, � HYPERLINK "https://undocs.org/es/A/HRC/43/53" �A/HRC/43/53�, anexo II.


� Fuente: Secretaría Técnica Planifica Ecuador, Agencia de Regulación y Control de Electricidad. (2008 -2016). Banco Central del Ecuador (2008-2016), Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (2008-2016), Instituto Nacional de Pesca. (2008-2013). Instituto Oceanográfico de la Armada Nacional (2011), Ministerio de Agricultura, Ganadería, Acuacultura y Pesca. (2008 - 2011), Ministerio del Ambiente del Ecuador (2008-2012), Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (2008 - 2016), Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (2008-2016).
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